Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 12 minutos.) 
-El primer punto del Orden del Día es la elección del Presidente de esta Comisión. 


SEÑOR ORRICO.- En la Bancada del Frente Amplio no hemos discutido este tema, de manera que 
mocionamos para que se designe un Presidente ad hoc para esta sesión. En tal sentido, propongo al 
señor Legislador Bango. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 8. Afirmativa. 
(Ocupa la presidencia el señor Legislador Bango.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 13 minutos.) 


-Como es sabido, en la Asamblea General se votó por unanimidad una moción de creación 
de esta Comisión. Concretamente, se resolvió la instauración de una Comisión Especial de 
Seguimiento del nuevo órgano desconcentrado del INAU -Comisión Delegada- a crearse por ley, con el 
objetivo de que el Parlamento nacional pueda tener una vinculación permanente con el proceso de 
desarrollo e implementación del futuro Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente, 
constituyéndose así en la referencia institucional del Poder Legislativo en todos los aspectos que 
hagan a su definición y funcionamiento durante el período de transición. Estará integrada por los 
mismos miembros de la Comisión Especial para el Análisis de la Legislación relativa a los temas de 
Seguridad Pública y en especial la de los Adolescentes en conflicto con la Ley penal, que ha finalizado 
sus actuaciones. Reiteramos que esto fue aprobado por unanimidad por la Asamblea General, lo que 
ha llevado a que hoy se realice la primera reunión de esta Comisión. 


Por otra parte, en lo que respecta a los asuntos que figuran en segundo y tercer término del 
Orden del Día señalamos que hay acuerdo en el sentido de postergar su tratamiento para la próxima 
sesión. 


(Ingresan a Sala los integrantes del Directorio del Instituto del Niño y 


Adolescente del Uruguay.) 


-La flamante Comisión Especial de Seguimiento del Sistema de Responsabilidad Penal 
Adolescente -Comisión Delegada creada por resolución de la Asamblea General- da la bienvenida a los 
integrantes del Directorio del INAU, es decir, a su Presidente, doctor Javier Salsamendi, el psicólogo 
Jorge Ferrando y el asistente social Dardo Rodríguez, como así también al señor Ruben Villaverde, 
quien hace muy poco fue nombrado Director del SIRPA y que, según se nos ha comentado, a la 
brevedad asumirá funciones al frente de esta Comisión. 


Como los señores Legisladores sabrán, el objetivo de esta Comisión Especial de la 
Asamblea General es constituirse en la referencia institucional legislativa de seguimiento del proceso 
de instalación del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, en particular, del proceso de 
transición generado a partir de los proyectos de ley oportunamente votados relativos a la creación 
del Instituto respectivo. Por eso -más allá de que luego fijaremos el régimen de trabajo de esta 
Comisión- nos pareció oportuno y pertinente tener, antes de que culmine el año, un informe de primera 
mano de las autoridades acerca de cómo se está dando este proceso iniciado hace tres meses, a los 
efectos de poder cumplir con el cometido que se nos ha asignado. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente quiero dejar constancia de que a la hora 16 nos tendremos que 
retirar debido a que integramos la delegación del Partido Independiente en la reunión que mantendrán 
los distintos Partidos Políticos sobre minería de gran porte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Legislador. 
Damos la palabra al señor Presidente del INAU. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Ante todo, agradecemos a los señores Legisladores por habernos recibido. 
Para nosotros es un gusto concurrir a esta Casa; al menos hasta ahora lo ha sido, esperemos que siga 
siéndolo. 


(Hilaridad.) 


-Quiero aclarar que aquí pueden reiterarse algunos de los planteos desarrollados 
anteriormente, tanto en esta Comisión como en alguna otra instancia parlamentaria. 


Básicamente, esta situación partió de una decisión política adoptada en su momento por el 
Directorio del INAU, que abarcaba dos aspectos fundamentales. En primer lugar, se trataba de llevar 
adelante -de la forma más ordenada posible- un planteo que permitiera llegar a un acuerdo 
multipartidario en materia de seguridad. 


En segundo término, dentro de ese marco, había una primera gran decisión política - 
enfáticamente transmitida y que además implicó una permanente presencia de este Directorio en la 
observancia del planteo- en cuanto a generar en el sistema orden interno -que lo requería- y disciplina - 
que también la requería- y, obviamente, como elemento más visible, evitar en la mayor medida posible 
las fugas, que se producían en un número no aceptable. Todo esto se hacía con la idea básica de que 
se trataba de un proceso, siendo a la vez condición síne qua non para poder avanzar en los proyectos 
socioeducativos. No hay forma de avanzar fuertemente en los aspectos socioeducativos si no se logra 
cumplir con estos objetivos previos: ordenar -a veces en cuestiones básicas- generar una 
disciplina interna, tanto en lo referente al funcionariado como a los y las adolescentes y jóvenes que 
están en el sistema -nos referimos a jóvenes porque tenemos un número importante de mayores de 18 
años- e instrumentar una política tendiente a lograr un abatimiento, en la medida de lo posible, de las 
fugas que eventualmente se produzcan. 


En ese sentido y desde esa perspectiva se conformaron los diversos equipos que fueron 
dando forma y funcionamiento a este planteo. Por razones de público conocimiento, quiero ser claro y 
enfático en lo siguiente: esta no es una política de una persona, sino que fue resuelta por el Directorio 
del INAU, se mantiene integralmente en todos sus términos y requiere -lo reconocemos- un avance 
mayor y una profundización en lo que tiene que ver con los aspectos socioeducativos, sobre lo que 
intentaremos extendernos más adelante. 


La situación edilicia hoy sigue siendo de gran precariedad en la mayoría de los lugares. A este 
respecto, es conocida la resolución judicial que se adoptó recientemente. Nosotros teníamos la 
expectativa de resolver un espacio físico para aproximadamente 40 adolescentes, lo que nos habría 
permitido ir reparando alguno de los otros lugares que tenemos, que -vamos a decirlo en estos 
términos- no están en las mejores condiciones, tanto desde el punto de vista de los aspectos 
socioeducativos como de algún otro vinculado a la seguridad y a cómo esto repercute en la interna y en 


el funcionamiento de cada uno de estos locales. Cuando se tiene un espacio físico en toda un ala que 
tiene un solo baño, que requiere el trasiego de personas, en especial en lugares donde hay 
adolescentes y jóvenes más difíciles o complejos -digámoslo en estos términos- en cuanto a 
su conducta en el exterior y particularmente en el interior de los centros, obviamente se generan 
problemas. Por razones elementales y obvias, el estar permanentemente sacándolos para llevarlos al 
baño, etcétera, origina problemas. 


Por ejemplo, no es posible proceder a la reparación de desperfectos eléctricos -que, en 
algún caso, son de larga data- si no se puede sacar a los chiquilines de ese lugar. Vamos a decirlo 
claramente: en la medida en que no se pueda permitir un movimiento en un determinado lugar, no hay 
ningún trabajador que se anime a ingresar a trabajar en esas circunstancias y que, además, maneje los 
elementos e instrumentos necesarios. Esta situación se da fundamentalmente en dos centros: en uno 
de los niveles del Hogar Ser -la otra parte ya fue reparada prácticamente a nuevo y está habitándose- 
y en el Centro Las Piedras, que es el otro establecimiento donde más claramente se plantea este 
problema. Pero también tenemos defectos importantes en el Centro Ariel y, como consecuencia de 
una decisión directa del Directorio -nos hacemos plena y absolutamente responsables de esto- hicimos 
cerrar un centro denominado “La Casona”, por dos razones: en primer lugar, porque tenía defectos 
estructurales importantes y, en segundo término, porque en ese lugar se concentraban prácticamente 
todas las fugas. Así pues, en la línea política definida anteriormente, resolvimos su cierre transitorio a 
los efectos de su reparación integral y efectiva, la instalación de cercas perimetrales y el diseño de un 
nuevo proyecto que permita trabajar de otro modo e interrumpa ese esquema importante de fugas que 
se estaban produciendo allí. 


Asimismo, cerramos el denominado “Centro de Ingresos Transitorios” -el viejo SIT- que había 
sido reiteradamente observado por sus condiciones de vida; actualmente está en proceso de 
reparación. En los dos casos mencionados están trabajando obreros del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. 


Estas son, pues, algunas de las condiciones edilicias que sumadas al aumento notorio de la 
cantidad de adolescentes y jóvenes existentes en el Sistema en función de las fugas, han terminado 
generando una presión en términos de superpoblación. Claramente, este es nuestro principal 
problema. 


El 8 de setiembre se nos acreditó el dinero que el Poder Ejecutivo nos adjudicara mediante la 
llamada Ley de Imprevistos, a los efectos de la construcción de uno o más inmuebles, de manera de ir 
solucionando toda esta situación y, a su vez, poder avanzar en cuanto a lugares que tengan 
condiciones y características con que hoy no contamos. El agregado es que en estos casos, en 
función de algunos de estos aspectos edilicios, no solamente existe un problema de seguridad sino que 
además no es posible desarrollar tareas mínimas desde el punto de vista socioeducativo y hasta 
recreativo, si se quiere. 


Como dije, el pasado 8 de setiembre recibimos el dinero; el 19 de octubre hicimos el llamado 
correspondiente y el 30 de noviembre -es decir, recientemente- se realizó la apertura de ofertas. Aclaro 
que pudimos trabajar con esa celeridad porque ya lo veníamos haciendo de antemano, lo que nos 
permitió concretar un llamado en el marco del formato en el que nos manejamos: el esquema de tres 
precios o de la urgencia establecida por el literal 1) del artículo 33 del TOCAF. Como dije, pues, el 30 de 
noviembre abrimos los pliegos con las ofertas presentadas. Lamentablemente, se presentaron algunos 
problemas formales que probablemente retrasen un mes la posibilidad de la adjudicación. No quiero 
avanzar sobre este punto porque en este momento la Comisión Asesora de Adjudicaciones está 
analizando el tema y podríamos incurrir en algún tipo de valoración que no corresponda, en función de 
la decisión que debamos tomar a los efectos de la adjudicación. 


De las posibilidades que teníamos, finalmente optamos por generar dos centros en forma 
inmediata y un tercero en términos mediatos. ¿Por qué? En primer lugar, porque la construcción de un 
solo centro, con la cantidad de lugares que se requería, iba a insumir un tiempo excesivo habida 
cuenta de las necesidades y las condiciones que tenemos hoy. Por esa razón, optamos por desagregar 
el llamado y hacer uno para un centro de 110 lugares, donde se incluye toda la parte de los ingresos, 
etcétera. A su vez, se van a generar otros espacios en condiciones de seguridad, tanto desde el punto 


de vista edilicio como tecnológico. Insistimos mucho en algunos aspectos tecnológicos porque nos van 
a permitir alcanzar tres objetivos que son fundamentales para nosotros: reforzar la seguridad, mejorar 
los aspectos socioeducativos y usar menos personal. La utilización de menos personal no tiene que ver 
con una cuestión presupuestal sino que en lugar de concentrar a los funcionarios en el trabajo 
cotidiano de atención directa, queremos que estén dedicados a otros aspectos de desarrollo -como los 
de carácter técnico- que es donde el sistema tiene actualmente carencias notorias de recursos 
humanos. 


A ello se debe agregar un tema que no es sencillo: generar la nueva institucionalidad. En la 
actualidad, el sistema funciona básicamente con las oficinas y los servicios de apoyo del resto del 
INAU, por lo que hay que crear los sectores jurídico, contable, de recursos humanos, en fin, las 
características típicas de toda institución. 


En base a aportes del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo y de UNICEF, el 
politólogo Conrado Ramos, el sociólogo José Fernández y el doctor Juan Faroppa están trabajando 
con nosotros en el análisis del punto de partida y las propuestas sobre el organigrama, los programas 
y los objetivos que les presentamos. La idea es que en el mes de marzo esté pronta la tarea de 
consultoría y, a partir de allí, haríamos los nuevos llamados. Obviamente, precisamos más gente y hay 
una presión permanente porque el sistema, fundamentalmente en los aspectos de seguridad, requiere 
la presencia de personal. Ahora bien, tomar más gente sin terminar de definir estos aspectos nos 
generaría más de lo mismo; con más gente, el sistema funcionaría mejor que hoy pero no permitiría 
pensar los términos de la modificación de gestión y de renovación institucional real que la ley y el 
Parlamento nos mandataron. Nosotros seguimos pretendiendo que este ámbito -y en general el ámbito 
de la infancia y la adolescencia- se pueda seguir expresando en términos de política de Estado y, por 
decirlo de alguna manera, que esté lo más alejado posible del chisporroteo político que existe en todos 
los temas. Obviamente entendemos que manejar una parte del poder represivo del Estado, es un tema 
altamente político, pero hay que evitar -en la medida de lo posible- que sea atravesado fuertemente por 
aspectos de carácter político-partidario. 


A modo de información, las tres empresas que se presentaron al llamado con proyectos son 
Tresor, Stiller y Santa María. En algunos casos existen diferencias importantes de cotización, pero 
estamos analizando su pertinencia. Además, el llamado establece que la construcción del centro no 
supere los 90 días de trabajo real, lo que supondrá alrededor de cuatro meses. Necesitamos que se 
construya en términos más abreviados, pero hemos trabajado con toda la celeridad que nos fue posible 
-a pesar de las debilidades del aparato administrativo- y creo que lo podremos sacar en tiempos más 
que razonables, teniendo en cuenta la inercia del Estado uruguayo. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Dónde se va a realizar la construcción? 


SEÑOR SALSAMENDI.- Esta en particular se va a desarrollar en el predio que está ubicado en 
Bulevar Artigas y General Flores. La idea es concentrar el aspecto logístico, donde tenemos algunos 
centros, para manejar direcciones únicas y optimizar la locomoción y la seguridad. En función de que 
está instalado el Centro de Medidas Cautelares y en las cercanías hay otros establecimientos, 
queremos trabajar como si fuera un complejo. Además, este era el único terreno que está cerca del 
resto de los lugares en los que nos manejamos. 


Si el señor Presidente me permite, después quisiera referirme a una anécdota de la búsqueda 
de terrenos y negociaciones con otros organismos del Estado. 


Como fue señalado, por ley tenemos el mandato de designar una Comisión Delegada y en 
esta semana enviaremos dos de los tres nombres planteados para su conformación. Hace 
aproximadamente dos meses pedimos a los partidos de la oposición -y les hemos reiterado la 
solicitud- los nombres de las personas a proponer para completar el trío de integrantes. Justamente, 
por tener que esperar a que se concretara la integración de esta Comisión se tuvieron que postergar 
algunas resoluciones que tenían que ver con el cumplimiento de los objetivos que se mencionaron 
recién: que esto pueda continuar desarrollándose y profundizándose como una política de Estado real 
y no exclusivamente de un partido. El Directorio del INAU está integrado por personas que provenimos 
-no podemos hacer política partidaria porque la Constitución lo prohíbe expresamente- de partidos 


políticos diferentes, pero ello no ha sido ningún impedimento para el funcionamiento del organismo; al 
contrario, ha sido un gran logro y no hemos tenido ninguna diferencia en las grandes líneas 
estratégicas que se están llevando adelante. Obviamente que existen algunas discrepancias en 
detalles -sería imposible no tenerlas- pero reitero que en las estrategias no hemos tenido problemas. 


Con respecto a la integración de la Comisión Delegada vamos a proponer al señor Ruben 
Villaverde, que está presente en Sala. Naturalmente que enviaremos el currículo correspondiente. En 
esta elección tuvimos en cuenta aspectos vinculados a su capacidad de gestión -para nosotros este es 
un elemento central- a su vinculación con el mundo del trabajo y a su formación, que a nuestro juicio 
son cuestiones absolutamente decisivas. Vamos a ser breves porque, reitero, los señores Legisladores 
tendrán a disposición el currículo, pero queremos señalar que el señor Villaverde, en función del 
planteo que se le hizo, está trabajando desde el mes de setiembre como asesor del Directorio del 
INAU a los efectos de ir tomando contacto con la problemática. Queremos destacar que en estos 
meses ha cumplido labores directamente en el sistema y no en tareas de escritorio. 


Por otra parte, también proponemos al maestro Robert Alonso, que en la actualidad es el 
Director de escuela más antiguo de Uruguay vinculado al mundo de la educación; también tiene 
conocimientos en materia de gestión de organizaciones públicas. Fundamentalmente, intentamos llevar 
adelante una especie de simbiosis entre el mundo del trabajo, la capacitación laboral y la educación y 
en ambos candidatos buscamos que existiera experiencia real comprobada de gestión en los ámbitos 
en los que se desarrollaron con anterioridad. Queremos ser claros en este punto: entre un buen técnico 
y un buen gestor, preferiríamos a uno que reuniera las dos características, pero si tuviéramos que 
elegir entre uno de ellos, nos quedaríamos con un buen gestor entendido en estos temas. Los técnicos, 
sin duda, son extraordinarios asesores, pero seguimos creyendo que el aspecto vinculado a la gestión 
cotidiana es lo que hace efectivamente la diferencia. 


Por otra parte, el licenciado Rolando Arbesún nos planteó su renuncia irrevocable, aunque nos 
aclaró que no existían diferencias con el Directorio del INAU. A raíz de ello le planteamos la posibilidad 
-que él aceptó- de continuar trabajando para el Directorio como asesor en la construcción de un 
observatorio vinculado al desarrollo de toda la información necesaria y posible sobre los aspectos que 
tienen que ver con la infracción adolescente y juvenil. Este trabajo es para nosotros absolutamente 
imprescindible y hasta ahora no habíamos tenido posibilidad de desarrollarlo. Se trata de hacer un 
análisis personal e individual de cada una de las situaciones existentes, yendo a la génesis del delito, a 
los aspectos familiares previos, etcétera. Eso nos permitirá analizar la problemática y encontrar claves 
concretas para llegar a determinado tipo de lectura que contribuya a la formulación de algunas políticas 
sociales que puedan funcionar en términos preventivos. 


Cuando un joven se desvincula del sistema -ya sea porque cumplió la mayoría de edad o, en 
el caso de los infractores, porque ya cumplieron la pena- en realidad no se realiza un seguimiento 
posterior y no sabemos qué pasó con él, aunque a veces tengamos conocimiento informal de lo que 
sucedió. Esta carencia de información no permite evaluar seriamente cuál ha sido el resultado de las 
políticas que se llevaron adelante. Por lo tanto, obtener estos datos es muy importante, en particular 
para la construcción de un nuevo sistema que apuesta a un cambio en la gestión. Por lo tanto, los 
indicadores de resultados reales sobre el funcionamiento de este nuevo sistema nos resultan 
absolutamente imprescindibles. Estas tareas serán desempeñadas por alguien que desde el punto de 
vista técnico consideramos extraordinariamente competente. 


En otro orden de cosas, hay un llamado para la construcción de un centro de 110 lugares. 
Una parte se va a destinar al ingreso, diagnóstico y derivación de los jóvenes y otra a la seguridad. En 
realidad, estamos proyectando implementar un sistema donde la alta seguridad no implique la 
permanencia excesiva de los menores en las celdas y para ello es necesario un fuerte y claro sistema 
de seguridad. Precisamente, como tenemos un sistema de seguridad externo mucho más desarrollado, 
vamos a implementar algunas actividades que hasta el momento no estábamos en condiciones de 
llevar adelante. 


Sinceramente, hoy hubiéramos querido mostrarles las propuestas que se han presentado a 
la licitación porque son muy buenas e impactan verdaderamente, pero no lo podemos hacer porque se 
nos puede deslizar algún comentario y, reitero, estamos en plena etapa de discusión sobre la 


adjudicación. Obviamente, una vez que la hayamos resuelto no tendremos inconveniente en que estos 
elementos sean conocidos por todos; es más, nos interesa expresamente que los conozcan. 


Además, estamos culminando una negociación con la Armada Nacional para comprar un 
inmueble ubicado en Camino del Labrador, cerca de Puntas del Macadam, en una zona 
completamente rural, y este rasgo se tuvo en cuenta para no generar inconvenientes con algunas 
construcciones nuevas, como es el caso del establecimiento de General Flores, que sí puede producir 
algún problema en el vecindario. Otro elemento que tuvimos en cuenta en General Flores fue la 
frontera que tiene en la parte de atrás con la Seccional 13 de Policía, que nos asegura y nos facilita los 
trabajos vinculados a la custodia externa, etcétera. Me adelanto a decir que el trabajo que se realiza 
con la Jefataura de Policía de Montevideo y con la de Canelones, es de una coordinación 
verdaderamente extraordinaria, más allá de que pueda haber algunas dificultades que siempre surgen, 
como por ejemplo el Servicio 222 que seguimos pagando y que nos gustaría que se resolviera de otro 
modo. Aparte de esto, tenemos que señalar que -más allá de algunas dificultades, que siempre surgen- 
la coordinación con el Ministerio del Interior y la actuación policial, en lo que son sus objetivos 
concretos, ha sido de una gran eficiencia y eficacia, y considero que es fundamental resaltarlo. 


Entonces, en ese lugar que tiene 25 hectáreas hoy existe un destacamento de fusileros 
navales. Llegamos a un acuerdo con la Armada Nacional y hay una pequeña contraprestación para que 
esta culmine unas viviendas que tiene para su personal, en el barrio Santa Catalina. En definitiva, se 
nos transferirá ese terreno y la idea es construir y generar lo que denominamos “Centro Grande”, que 
complementaría el sistema. Allí sí se crearía un centro, fundamentalmente de seguridad; es decir que 
más allá de contar con todos los aspectos socioeducativos, tendrá una fuerte presencia la seguridad. 
Esto lo complementaríamos con una tercera experiencia “más abierta” -entre comillas- vinculada a 
situaciones similares como la que lleva adelante -para que se pueda entender- el Hogar Ituzaingó y 
fundamentalmente con ese equipo de trabajo. En este caso estamos pensando en algo más vinculado 
a lo productivo, con algún espacio más abierto. El sistema se complementaría con esas tres aristas, 
además de los lugares para ingreso, diagnóstico y derivación de menores de quince años y de 
adolescentes femeninas, así como la generación probable -no posible- en función de la evolución de la 
población que estamos analizando, de otro centro de semilibertad. 


Por otro lado, estamos recomponiendo fuertemente el equipo vinculado a medidas alternativas 
y a la privación de libertad, en particular en algunos aspectos técnicos. Esto ha generado debates y 
discusiones inevitables, que nos están permitiendo avanzar efectivamente en ese terreno que para 
nosotros, obviamente, tiene una importancia fundamental. 


Finalmente, quiero señalar que -lamento tener que decir muchas veces lo mismo, pero lo voy 
a hacer- en el período parlamentario pasado -varios de los señores Legisladores presentes eran 
colegas, en particular el doctor Orrico, con quien compartimos tareas en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración- hemos defendido muy fuertemente, incluso, en debates 
muy duros, una ley que incrementó los niveles de libertad de prensa en el Uruguay y todos somos 
conscientes de las dificultades que ello nos ocasionó. Sin embargo, no tengo más remedio que 
plantear hoy que estamos absolutamente sorprendidos del nivel de extraordinaria imaginación  -que a 
uno le recuerda el realismo mágico de García Márquez, con un poco menos de calidad literaria- que se 
ha venido dando en estos días acerca de las razones de algunas decisiones que se plantearon en el 
sistema. Nosotros queremos señalar que en definitiva el rumbo, el planteo desde el punto de vista 
estratégico y la decisión política que indica hacia dónde avanzar es la que hemos señalado 
permanentemente en este Parlamento y es lo que hemos venido haciendo hasta el momento, a costa 
de un trabajo y de un sacrificio realmente importantes. Ello se va a mantener plenamente y con 
absoluta independencia de las personas que eventualmente estén al frente del sistema. Lo saben, 
porque así se lo hemos planteado, quienes -si este Parlamento no tiene objeciones- integrarán la 
Comisión Delegada y es un rumbo que, reitero, lo entendemos como inalterable en sus grandes 
lineamientos. 


Señalo todo esto, porque en estos días ha habido una serie de comentarios, incluyendo 
algunas prácticas periodísticas que, en algún caso, pudieron haber sido desestabilizadoras del sistema 
pero afortunadamente -toquemos madera sin pata porque siempre puede pasar algo, 
especialmente en un sistema como este que está atado con alambre, particularmente por su 


infraestructura, capacitación y cantidad, en algunos casos, de personal con el que cuenta- se ha venido 
consolidando y fortaleciendo. 


Además, quiero señalar expresamente -en algunos casos ha sido público, pero en otros no- 
que hemos realizado gran cantidad de investigaciones y denuncias en materia penal. Somos y 
seguiremos siendo completa y absolutamente inflexibles con respecto a todo tipo de situaciones que 
puedan lindar con la deslealtad absoluta hacia el sistema o lisa y llanamente con la corrupción. Reitero 
que somos completa y absolutamente inflexibles en ese sentido. Pero también queremos destacar que 
esos muy vapuleados trabajadores y trabajadoras, en condiciones extraordinariamente difíciles, han 
permitido que estos resultados se fueran obteniendo. Francamente apostamos a que con un mayor y 
mejor nivel de capacitación, de estímulos y de posibilidades de trabajo en condiciones más amigables 
puedan desarrollarse de mejor forma que en la actualidad. Esperemos que en la medida en que 
podamos contar con mejores ingresos se den condiciones distintas a las que han existido hasta el 
presente. 


Lo cierto es que contamos con una serie de cifras y datos que demuestran 
fundamentalmente tres aspectos que controvierten -nos atrevemos a exponernos ante quien sea- 
algunas informaciones que se han manejado. 


En primer lugar, podemos demostrar claramente la baja del número de fugas si bien 
seguimos teniendo algunas, especialmente, en los denominados casos de no reintegro. Allí todavía 
tenemos un número que necesariamente hay que disminuir, pero hemos llevado prácticamente a cero 
las fugas de los centros; esa era una política que obviamente necesitábamos desarrollar. 


El segundo elemento tiene que ver con un enorme aumento del número de adolescentes que 
están concurriendo y aprobando los cursos de nivel escolar e, incluso, de secundaria. Recientemente 
se han incorporado tres talleres de capacitación en UTU de corto plazo, de manera de lograr que los 
adolescentes tengan posibilidades laborales más o menos inmediatas. Queremos aclarar que en 
algunos casos los chicos van a estudiar en condiciones de seguridad importantes, porque también aquí 
teníamos problemas. Nos pareció que no podíamos permitir que el hecho de que se nos produjeran 
algunas fugas nos impidiera tener acceso efectivo al sistema educativo. 


El tercer elemento que podemos demostrar es que en la globalidad del sistema hemos 
bajado en forma considerada el nivel de medicación psiquiátrica existente. 


Nos parece que son tres elementos importantes aunque, reiteramos, estamos lejos de poder 
considerar que es un sistema que marcha adecuadamente en función de los estándares nacionales o 
internacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor Legislador Bayardi, quisiera solicitar al 
Presidente del INAU que nos acerque la información de que disponga y, además, sería bueno tener 
una vez por mes una síntesis por escrito, a modo de avance, de los procesos que se están cumpliendo 
en materia de construcción y del establecimiento de programas. Eso sería muy bueno para el trabajo 
de esta Comisión, que es de seguimiento, y se optimizarían los llamados a Sala para cosas puntuales, 
de manera de no estar citándolos a cada rato. 


SEÑOR BAYARDI.- En primer lugar, agradezco la visita de las autoridades del INAU. Me parece 
correcta la iniciativa de convocar a sus autoridades a esta Comisión porque hay un compromiso del 
conjunto del sistema político para mejorar de manera sustantiva las condiciones de desarrollo de las 
penas que recaen sobre los menores infractores. 


En segundo término, por parte de nuestra fuerza política -así lo hemos discutido en más de 
una oportunidad- hay un compromiso muy fuerte para estar al servicio de las autoridades. Somos parte 
del Gobierno y respondemos a él como fuerza política, pero hemos hecho cuestión -así se lo 
trasmitimos a distintas autoridades del Poder Ejecutivo- en el sentido de que en el correr de este 
Período se generen las condiciones materiales para que se produzca un cambio sustantivo en el 


sistema al que están sometidos los menores privados de libertad en cuanto al cumplimiento de las 
sanciones que el Poder Judicial determina. 


En tercer lugar, tomo debida nota de las apreciaciones del Presidente del INAU con respecto 
a cómo se hace uso de la libertad de los medios de comunicación; personalmente sigo defendiendo la 
necesidad de la libertad en ese sentido. Diría que algunas cosas hay que tomarlas como parte del 
paisaje. Además, me parece bien que se califique de irresponsable la actitud que algunos tienen con 
respecto al manejo de la información y de los medios de comunicación. Parece que la institucionalidad 
y la construcción de institucionalidad democrática solo dependen de los actores políticos, y hay muchos 
en los medios de comunicación que se colocan por fuera, como diciendo que no tienen ningún tipo de 
responsabilidad en el tema. En ese marco manejan la información con grados de apreciación que 
muchas veces ponen en cuestión el carácter ético de la profesión. Hago la salvedad de que solo me 
precio de poder juzgar la ética de la política y de la medicina, no ya la de los medios de comunicación. 
Pero cuando hay cosas que son parte del paisaje y no se pueden cambiar, los anglosajones tienen una 
máxima que es: enjoy. Entonces, tratemos de ver si lo podemos disfrutar, por lo menos. 


Mi preocupación central tiene que ver con la localización del nuevo proceso de edificación, de 
construcción, de cambio en la infraestructura para llevar adelante esto. Nos motivó mucho, en las 
intervenciones que en anteriores oportunidades realizaron las autoridades del INAU, el diseño hacia el 
cual se estaba avanzando para lograr que el sistema de reclusión no significara un aumento de la 
penalidad social a la cual sometíamos a los menores infractores, como la evolución histórica ha 
determinado. Quiero sí saludar el esfuerzo que ha significado para el Directorio y para los trabajadores 
del INAU fundamentalmente -que, como en todo orden de la vida, existen de diverso tipo- llevar 
adelante la lucha para evitar las fugas. Según datos que nos transmitieron las autoridades del Instituto 
del Niño y el Adolescente del Uruguay, en su momento teníamos niveles de 82 fugas por mes y hoy ha 
quedado claro que la cifra ha disminuido. Naturalmente, no estoy diciendo que estemos en la situación 
ideal que pueda garantizar que vamos a mantener esto porque, en la medida en que se combaten las 
fugas, lo que está aumentando, dado que todavía no hemos modificado la infraestructura, son los 
niveles de hacinamiento y esto se transforma en una presión, en una bomba de tiempo que hay que 
saber manejar. Yo les voy a exigir a las autoridades del INAU que no se escape nadie el día que en 
realidad hayamos llevado adelante todas las modificaciones de infraestructura que nos hemos 
planteado y que se consideran una necesidad, pero mientras tanto asumo esto y felicito a las 
autoridades. 


Quisiera plantear algo con respecto al tema del nuevo despliegue en la zona, al que se refirió 
el doctor Salsamendi. Se trata de un tema que relativamente conozco por responsabilidades anteriores 
y tiene que ver con la asignación de los bienes territoriales o de la zona de tierras o de localizaciones 
que podemos tener. La zona de Puntas de Macadam va a ser el área donde se va a desarrollar el 
segundo proyecto de inversión. En este aspecto, tengo una preocupación, porque contábamos con 
otras infraestructuras y otros ámbitos, incluso en el Ministerio de Defensa Nacional, y sé que estuvo 
planteada en las conversaciones la posibilidad de que se contara con ellos. Ahora bien, mi duda con 
respecto a Puntas de Macadam es la siguiente. En esa zona -voy a hablar de otro tema- se está 
desarollando la industria y el clúster naval. Hay un área en la que se tendría la posibilidad de pensar 
que hay que hacer conglomerados industriales en el área naval en zonas relativamente próximas. Sé 
que estamos hablando de la zona donde estaba localizada la Unidad de Fusileros Navales y que hay 
también un polígono de tiro de la Armada en su proximidad, ubicado al sureste del barrio de Santa 
Catalina, en las construcciones de lo que en un momento algunos hablaron de que iba a ser una base 
norteamericana, en el camino Burdeos. En lo personal me tocó lidiar con ese tema; por suerte, no he 
escuchado a ningún débil mental más hacer aseveraciones en esa línea. Ahora bien, no sé si en el 
marco del ordenamiento territorial y de la posibilidad de desarrollo, este tema ha sido analizado con 
otros actores del Poder Ejecutivo. Sé que se hará una inversión grande con parte de los recursos y que 
había un diseño estructural que llevaba a que estuvieran próximos diferentes espacios de reclusión de 
menores en conflicto con la ley, con infraestructuras que permitirían hacer intercambios, de acuerdo al 
modelo que se planteó a esos efectos; también sé que se plantearon otras áreas de la ciudad, por 
ejemplo, el predio en donde está ubicada la base de la Fuerza Aérea Boiso Lanza en la proximidad de 
Pando. El manejo de estas posibilidades no significa que esto haya sido resuelto; pero, en fin, no 
quisiera que en el futuro hubiera contraposición respecto a otras posibilidades de desarrollo 
productivo. Por eso quería saber si había habido algún nivel de intercambio y de análisis más profundo 
de las áreas en cuestión. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado con atención algunas buenas noticias que nos ha dado el señor 
Presidente del Directorio del INAU respecto de la dotación de nuevos recursos materiales que son 
imprescindibles habida cuenta de la obsolescencia y del mal estado de conservación, sobre todo, de la 
Colonia Berro y, en general, de los distintos establecimientos. 


Me llama la atención el establecimiento ubicado en la calle General Flores, porque si bien 
debe ser más cómodo desde muchos puntos de vista, especialmente por estar prácticamente en el 
centro de la ciudad, todo hace suponer que los vecinos deben haber hecho oír alguna voz al respecto; 
creí entender que como ya hay algo funcionando allí, se trataría simplemente de agrandarlo. 


Quisiera saber, en la primera fase, cuál sería el plazo que se estima para que quede 
definitivamente terminado, sobre todo ese segundo proyecto, que sería el gran establecimiento; 
parecería que luego se desafectaría la Colonia Berro o se convertiría en un establecimiento para 
labores agrícolas. Reconozco que no entendí bien esto. Es sabido que la Colonia Berro tiene una 
extensión en una muy buena zona del departamento de Canelones y me imagino, además, que debe 
ser muy valiosa. Supongo que en el futuro, enajenar esos predios debe tener una alta significación 
económica. 


En lo que hace al tema de los recursos humanos se ha planteado que serán tan importantes 
como el de la infraestructura material, sobre todo, los nuevos recursos humanos. Recuerdo que hace 
aproximadamente un año, en esta misma Comisión, hablamos con el señor Presidente del INAU y le 
preguntamos sobre los niveles de corrupción, de ineptitud y de la poca contracción al trabajo de 
algunos de los funcionarios. Él nos dijo que había niveles significativos y que en ese sentido se habían 
comenzado acciones disciplinarias. Me parece que ahora sigue ocurriendo lo mismo, por eso quisiera 
saber cómo le parece que se podría mejorar sensiblemente la eficiencia con el nivel actual de 
funcionarios; sobre todo, me interesa saber cuánto contribuiría a mejorar el hecho de contar con 
nuevos funcionarios -supongo- con un perfil más técnico que los actuales. Pretendo tener una idea de 
la composición de los recursos humanos de futuro y si se piensa desafectar a algunos de los 
funcionarios con que cuenta actualmente el INAU. 


En cuanto a las fugas quiero decir que todos tenemos conocimiento -pues ha tomado 
estado público- de que afortunadamente han bajado muchísimo. Esto contribuye a que la gente sienta 
que con este mecanismo el funcionamiento es mucho mejor que antes; es claro que es así, pero 
quisiera saber qué medidas se adoptaron para disminuir el nivel tan alto de fugas que existía en esos 
momentos -según se comentó, llegaba a mil por año- y cuánto significa eso en términos de delitos 
cometidos por menores de edad. 


El señor Presidente del INAU' se refirió a la creación de un observatorio y es algo que me 
parece importante porque un tema que siempre discutimos acá es cuál es la participación de los 
menores en los delitos. Por un lado, tenemos los datos de UNICEF y, por otro, los del observatorio del 
Ministerio del Interior, pero hay una distancia muy grande entre ellos. La pregunta es si ya están 
haciendo un relevamiento de esos datos y si pueden hacernos un adelanto al respecto. 


El señor Presidente también se refirió al anterior Gerente. Creo que este tuvo una 
participación decisiva en el descenso de esas fugas porque era el principal responsable de la gerencia 
y de la instrumentación de las medidas. En ese sentido, los consulto sobre si nos pueden explicar los 
motivos de su alejamiento. Quizás no puedan hacerlo pero como ahora lo van a nombrar en un nuevo 
cargo de relevancia, imagino que no se debió a razones vinculadas a su aptitud o algo por el estilo. 


Por otra parte, el punto de los informes técnicos fue muy debatido en su momento, sobre 
todo, con el sonado caso de “El Pelón” al que nos vamos a referir más adelante. Se hacía cuestión 
sobre que muchos de los informes no llegaban al INAU dentro del plazo y eso, a veces, obstaculizaba 
el normal desarrollo de los procesos judiciales que tienen la característica de ser muy breves y muy 
sumarios. 


Estas son las consultas que quería plantear. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a intentar resumir las respuestas sobre las preguntas que se formularon. 


En cuanto a la consulta del señor Representante Bayardi, quiero decir que no participamos 
de ningún debate que tuviera que ver con aspectos territoriales a no ser nuestro propio análisis de si el 
lugar se adecuaba o no a nuestras necesidades. Verdaderamente, no lo hicimos y tampoco se nos 
planteó un tema de ese tenor hasta el momento. 


Con respecto a Boiso Lanza, nunca recibimos un planteo formal y, hasta donde tenemos 
entendido, la posibilidad de su utilización dependía de una serie de movimientos que hacía muy difícil 
su ocupación inmediata. 


Nos pasó algo parecido con el Ministerio del Interior y La Tablada. Ellos requieren algunos 
movimientos que hacen que se necesite mucho tiempo para encontrar una solución a las necesidades 
que se nos plantean. 


Sobre la pregunta de la Fuerza Aérea, en la zona de Pando, quiero decir que consultamos 
por ese tema y -espero no estar cometiendo ninguna infidencia- se nos expresó que la parte que no 
está ocupada se iba a afectar a un proyecto turístico. En síntesis, nunca hubo un ofrecimiento concreto 
de ese predio. 


En lo que tiene que ver con la Colonia Berro quiero decir que existía la posibilidad de 
construir allí pero es imposible llevar a cabo una obra civil de ese porte en un lugar habitado por 
chiquilines y trabajadores. No quiero pensar en martillos neumáticos dejados por ahí y menos en la 
cantidad de estas herramientas que podría haber en un obra civil, con movimiento de tierra, etcétera. 
Los arquitectos nos expresaron que había posibilidades de realizar la obra, aislando la zona, pero 
realmente esa era una dificultad. La Colonia Berro tiene algunos problemas pues si bien es posible 
realizar el saneamiento -al igual que en Labrador es perfectamente factible construir una planta de 
tratamiento- sigue teniendo dificultades con la red eléctrica, que tendría que ser reforzada, Además 
existen problemas para el acceso a Internet, en particular con algunos elementos de comunicación más 
sofisticados y la llegada efectiva al lugar. Por esta razón, no pensamos que la Colonia Berro sea un 
lugar para la construcción de algunos de estos centros. Nos ofrecieron -en este momento nos 
encontramos en pleno intercambio- el predio que ocupa el Regimiento “Dragones Libertadores” de 
Caballería Mecanizado N* 9, ubicado en José Belloni y Aparicio Saravia. Estamos negociando con el 
Ministerio de Defensa Nacional y el Ejército el monto real de algunas construcciones donde trasladar al 
personal y a los blindados y el esquema jurídico necesario para realizar esa transferencia. Este lugar 
nos aporta una serie importante de elementos y nos permite solucionar algo que puede parecer menor, 
pero que nos genera problemas: el establecimiento de la parte administrativa, oficinas, etcétera. Si 
pensamos en una nueva institucionalidad, objetivamente no tenemos lugar; incluso, en este momento, 
en esas áreas, hay gente que está trabajando hacinada. En un principio pensamos que era un lugar 
adecuado para aumentar las plazas pero, por el momento, con el dinero y los recursos de que 
disponemos, no creemos que sea conveniente porque nos generará una excesiva descentralización de 
algunos centros. 


Esto es todo lo que nos ha ocurrido con otros organismos del Estado; no puedo agregar nada 
más a este respecto. En todo caso, tomamos en cuenta la preocupación y haremos la consulta 
concreta. 


SEÑOR BAYARDI.- Quiero dejar una constancia. 


Hice referencia a ciertos predios, en primer lugar, porque los conozco y, en segundo término, 
porque en la prensa salió la información de aquellos predios de los que se desprendería el Ministerio 
de Defensa Nacional. Hago esta aclaración por una sencilla razón: en lo que tiene que ver con mi 
responsabilidad anterior al frente del Ministerio de Defensa Nacional, en este caso particular me he 
declarado -por aquello de “Rey muerto, Rey puesto”- “Rey puesto, Rey muerto”, y no estoy haciendo 
ninguna apreciación que se adapte a la realidad de lo que es hoy. Simplemente dije que la prensa tenía 
la información de aquellos predios que el Ministerio estaba dispuesto a ceder. Por la experiencia de mi 
gestión pasada, mi preocupación principal no era la ubicación de un nuevo predio, sino que dentro del 


Poder Ejecutivo hubiera algún nivel de comunicaciones y que cada unidad del Poder Ejecutivo -no me 
refiero al Ministerio de Defensa Nacional, sino al de Industria, Energía y Minería o al que sea- se entere 
de las resoluciones por ese medio y no por los diarios. Esto fue algo que me pasó. Uno se entera de 
que se resolvió tal o cual cosa cuando hay una línea de desarrollo de otras actividades para 
determinada zona. Planteo esto porque el señor Presidente del INAU señaló que no ha tenido ningún 
nivel de contacto internamente y pienso que la ubicación de dónde comenzamos las obras con 
posibilidades de futuro, es un tema importante porque, en realidad, estamos hablando de un horizonte 
de entre 20 y 30 años. Esta es simplemente una apreciación. Aclaro que no es mi intención 
inmiscuirme y decir que el Ministerio de Defensa Nacional debería ceder tal o cual predio. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Con respecto a este tema, no tengo más para agregar. 


En cuanto al plazo de construcción de las obras del Centro de General Flores quiero 
señalar que se tiene proyectado que sea de 90 días y comenzarían alrededor del 9 de enero, fecha en 
que culmina el período de licencia en la construcción. Obviamente, se hará la adjudicación en lo que 
queda de diciembre y en enero, salvo que surja algún inconveniente, por ejemplo, con los recursos u 
otros elementos que no podemos manejar a priori. 


En lo que tiene que ver con el observatorio, todavía no tenemos ningún dato para aportar, 
porque estamos abocados recién a la construcción de un sistema de esa categoría. No solo 
compartimos, sino que estamos absolutamente convencidos de que es imprescindible contar con 
elementos de este tipo. La idea que manejamos es complementar la información con los datos que 
eventualmente tenga el Ministerio del Interior, la Suprema Corte de Justicia y la UNICEF. En este 
orden de cosas, quiero señalar que existe un acuerdo interinstitucional para la construcción de un 
sistema único, pero todavía se debe avanzar un poco más en la parte práctica, es decir, en cómo se 
colectarán los datos, la metodología que se utilizará, etcétera, porque todavía no son compatibles 
entre sí. Nuestra intención es seguir avanzando en esto. Siguiendo en esta línea de trabajo, la idea 
que tenemos es transferir a la Comisión los elementos que surjan de ese observatorio. 


En cuanto a los informes técnicos, quiero expresar que, en la medida en que hemos ido 
consiguiendo que no existan más fugas, estamos pudiendo realizar informes reales. En verdad, es 
muy difícil hacer un informe cuando un interno está un tiempo en la institución, luego se va, lo 
recapturan y vuelve al centro. Por otra parte, en la Dirección General Técnica -que es un órgano 
interno de reciente creación- existe un sistema de centralización que permite un análisis más profundo 
y una mayor uniformidad en la información que se envía a los Juzgados. Incluso nos han señalado 
que los informes son más creíbles en cuanto a la información que contienen, lo que sugieren y 
plantean. Por ejemplo, teniendo en cuenta la superpoblación que existe en los distintos centros, una 
tentación elemental y obvia que se planteaba era, justamente, enviar muchas solicitudes de salida 
porque, de esa manera, se lograba descongestionarlos. Debemos tener en cuenta que esta es una 
preocupación que se plantea tanto a nivel de los trabajadores como de los centros. Pero este recurso 
decidimos no utilizarlo para, precisamente, continuar incrementando la credibilidad del sistema ante el 
propio Poder Judicial. 


En cuanto a las medidas que se adoptaron para prevenir las fugas, la primera y fundamental 
implicó un trabajo permanente para convencer a la gente de que existía un mandato político claro, es 
decir, de que en el Directorio no había opiniones diferentes, que todos opinábamos exactamente lo 
mismo y que quien no se adaptara a ese planteo -por la razón que fuere- sería sustituido. Para 
nosotros, ese planteo era esencial porque implicaba además generar ciertas condiciones materiales 
básicas -como por ejemplo, la construcción de perimetrales, que procedimos a realizar- y algunos 
aspectos internos en el funcionamiento de los centros, que estuvieran en concordancia con esta idea. 
Esencialmente, apuntábamos a la no naturalización de la fuga. Nos referimos a eso de decir: “Y bueno, 
se fue”, o: “La verdad es que no lo pudimos detener”. No vamos a mencionar nombres pero en un 
determinado centro la respuesta siempre era simplemente: “Se fue”. Sin embargo, en enero de este 
año se realizaron algunas modificaciones en la estructura de la Dirección de la Colonia Berro -como 
así también en algunas otras orientaciones- y, concretamente, frente a una fuga que se produjo, la 
Directora del centro salió en su moto a perseguir personalmente al interno. En realidad, había que 
cambiar la mentalidad y de alguna manera decir: “No sos milico o milica, pero tenés una obligación 
notoria y obvia que es cumplir una orden judicial y lo primero es el aseguramiento; pero, además, tenés 
la obligación de hacer todo lo posible para generar el trabajo socioeducativo necesario para poder 


modificar en lo concreto, en la medida de lo posible, las condiciones de vida de ese adolescente o ese 
joven”. 


En relación al establecimiento de los protocolos de seguridad se hizo un trabajo de 
inteligencia interna muy artesanal y concreto. Decimos que fue artesanal porque nosotros, por obvias 
razones legales, no podemos ni debemos pinchar teléfonos o tener micrófonos ocultos. Entonces, en 
base a algunos elementos y con las condiciones en que podíamos hacerlo, fuimos construyendo un 
trabajo concreto y específico, adelantándonos a lo que podía pasar. Claramente se desarrolló una labor 
de mayor y mejor coordinación con el Ministerio del Interior; a su vez, la instalación del destacamento 
en la Colonia Berro permitió mejorar las condiciones de seguridad. 


En mi opinión, estas medidas fueron esenciales y quizá el señor Rodríguez quiera mencionar 
otras. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Como complemento, quisiera decir que hay un conjunto de decisiones técnicas 
que hacen al fondo de la cuestión. 


Teníamos un sistema muy atomizado, con un conjunto de centros que estaban muy poco 
articulados entre sí, por lo que no era correctamente aprovechado. Entonces, se tomó en cuenta ese 
conjunto de centros que si bien tenían perfiles distintos porque estaban en condiciones de recibir 
adolescentes con perfiles diferentes, podían ser vistos como una complementariedad en el propio 
sistema. En primer lugar, eso implicó un esfuerzo para que todos quienes trabajaban en el SIRPA 
pudieran percibirse como parte de un sistema global y no como un conjunto de centros que daban 
respuestas parciales a un grupo limitado de adolescentes. En segundo término, persistentemente se 
trató de identificar los recursos humanos más adecuados a las tareas que había que desempeñar. Lo 
idea era identificar en el propio sistema a aquellas personas que estaban en condiciones de poder 
desarrollar una tarea de la mejor manera posible para determinado perfil adolescente, pues sabemos 
que son diferentes unos de otros. También se crea un muy buen sistema o unidad de diagnóstico o 
derivación. Teníamos un equipo técnico de gran nivel que, una vez que el adolescente ingresaba al 
sistema, a través de un estudio primario de las características básicas de ese adolescente, llegaba a 
una buena decisión. Antes el adolescente iba adonde había lugar y, en algunos casos, donde lo 
aceptaran, pero ahora hemos logrado mejorar este aspecto. 


SEÑOR SALSAMEND!.- A veces iba adonde se podía negociar. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En fin, todo esto empieza a funcionar como un sistema mucho más 
profesionalizado. Ese conjunto de decisiones, tanto técnicas como relativas a la seguridad, ha dado 
como resultado una importante disminución de las fugas. En este tiempo hemos puesto énfasis en 
reconocer que el esfuerzo realizado en ese sentido requirió de un liderazgo muy fuerte del Directorio -lo 
acaba de decir el Presidente, pero hay que reiterarlo- cuyo objetivo claro comenzó en el momento 
mismo en que iniciamos nuestra actividad. Obviamente, éramos conscientes de que también teníamos 
un respaldo externo de carácter político que iba más allá del Gobierno; esto era una condición sine qua 
non para desarrollar un sistema realmente creíble y sostenible en el largo plazo. Asimismo, hay que 
decir que, producto de ese amplio respaldo político, tenemos los recursos que nunca antes el sistema 
tuvo. Consideramos, pues, que hoy están dadas las mejores condiciones posibles para brindar al país 
una solución efectiva a un tema que se postergó durante mucho tiempo. Realmente, había que 
encontrar una solución que fuera sostenible en el tiempo, que contara con respaldo y fuera más allá de 
la gestión de un Directorio del INAU, convirtiéndose así en una política reconocida y respaldada. Es 
también por esa razón que hemos debatido poco en la prensa y lo cierto es que todos los días tenemos 
que escuchar comentarios sabiendo que lo que se está diciendo no es verdad. En suma, intentamos 
reflexionar hacia adentro y mostrar lo que estamos haciendo y los avances que hemos tenido, pero no 
tanto en el debate o discurso permanente, sino con una mejora de la gestión, con los cambios y los 
resultados, por entender que eso es lo que permite ganar credibilidad y hacer que los funcionarios se 
sientan motivados y respaldados a seguir en este Dirección. 


SEÑOR SALSAMEND!.- En definitiva, hemos mencionado las líneas fundamentales que se plantearon. 


En cuanto a la cuestión de si se van a desafectar recursos humanos que hoy están ligados al 
sistema, señalamos que ello dependerá de la evaluación de los nuevos ingresos, del funcionamiento 
efectivo y, además -como dijimos- del resultado final del desarrollo de la consultoría, que esperamos 
tener para el mes de marzo. Por eso, cuando planteamos la solicitud de nuevo personal, pensamos 
que sería a partir de abril y de mayo, teniendo en cuentas estos plazos que estábamos manejando. 
Reiteramos que un sistema con un determinado nivel de tecnología y de gestión, requiere menos 
personal de atención directa, y esa es la idea que tenemos. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuántos hay ahora? 


SEÑOR SALSAMENDI.- Alrededor de 800. Hoy no trajimos la cifra exacta, pero figura en la versión 
taquigráfica de la sesión anterior de la Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuántos son los internos? 


SEÑOR SALSAMENDI.- El número varía enormemente. Se llegó a un pico de 450, y en el día de ayer 
apenas superamos los 405 o 410. En enero de este año teníamos 320 privados de libertad -esa es la 
modificación que se ha producido- y en cierto momento llegamos a un pico de 450. Tengamos en 
cuenta que esto es variable día a día, porque depende de las conducciones y demás. Al día de ayer, 
reitero, estábamos en un número apenas superior a 400. 


No sé si ha quedado alguna otra pregunta sin contestar. 
SEÑOR MOREIRA.- ¿Qué sucedió con el Licenciado Arbesún? 
SEÑOR SALSAMEND!.- Presentó renuncia indeclinable, que fue aceptada. 
El mando del Instituto lo tiene el Directorio; resulta innecesario aclararlo, pero es así. 


SEÑOR GANDINI.- No es innecesario aclararlo, ni está de más decirlo, porque a veces no se entiende 
así. Creo que una de las grandes diferencias de esta gestión, comparada con otras, es que el mando 
está en el Directorio. Ustedes no lo dijeron, pero lo dieron a entender, y lo comparto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- La renuncia no tenía que ver con diferencias en los aspectos estratégicos, 
que compartíamos. El licenciado Arbesún es un hombre extremadamente honesto, un trabajador 
incansable que ha hecho grandes aportes técnicos y que en su momento nos señaló la existencia de 
algunas diferencias internas que entendía obstaban su continuidad en el cargo. Frente a la reiteración 
de ese planteo, pero fundamentalmente frente al carácter indeclinable de su renuncia, la aceptamos. 
No obstante, entendemos que es una persona verdaderamente valiosa para el funcionamiento del 
sistema pues posee un gran nivel de experiencia. Justamente, en el Uruguay es un gran problema 
lograr encontrar gente con formación y con conocimiento del sistema, tanto en la privación como en la 
no privación de libertad, porque no hay ningún lugar donde se enseñe o se pueda estudiar esto. Cabe 
acotar que incluso está en curso un llamado reciente que nos obligó a reanalizar este aspecto, porque 
uno de los elementos que determinan el puntaje es la experiencia anterior en un trabajo de este tipo o 
el conocimiento efectivo del sistema. Claro, quien no pertenezca al sistema no está apto para este 
trabajo y, a su vez, si alguien lo estuvo y ahora no lo está, es por dos razones: porque lo echaron o 
porque se fue y no quiere volver. Hay algún caso de algún funcionario que se fue y ahora quiere volver, 
pero se trata de algo excepcional. Por eso, como es algo difícil de lograr, en este caso nos pareció 
importante mantener al licenciado Arbesún en las tareas que mencioné con anterioridad. En definitiva, 
esta sería la forma en que los hechos se dieron. 


Con respecto al centro que en principio pensamos ubicar en el terreno aún perteneciente a la 
Armada y que está en proceso de transferencia, comento que el llamado lo estaríamos haciendo en el 
mes de enero a los efectos de que las obras se inicien en el plazo más breve posible. Como hay una 
alta probabilidad de que sean las mismas empresas las que se presenten  -quizás se pueda agregar 
una más- no quisimos interferir entre un llamado y otro. Entonces, una vez culminado el primer llamado 


y la adjudicación de la obra, inmediatamente se haría el siguiente. Ciertamente, dependemos de la 
efectiva adjudicación de este llamado. 


SEÑOR MOREIRA.- Nos ha llamado la atención la velocidad del tiempo de construcción. ¿Cuál es el 
sistema que se va a utilizar? 


SEÑOR SALSAMENDI.- El señor Legislador me obliga a hablar de las ofertas, lo que no quería hacer. 
En fin, puedo adelantar lo siguiente. Por una serie de aspectos estrictamente formales, la Comisión 
Asesora nos va a plantear realizar una actualización del llamado en el caso de las tres empresas, 
porque hubo algunos problemas relacionados no con el aspecto técnico de las presentaciones, sino 
con la formalidad. 


En realidad, estaríamos culminando la adjudicación entre el 12 y el 15 de enero del próximo 
año y a partir de esa fecha se comenzarían las obras. 


Una de las propuestas se ha utilizado en Brasil, fundamentalmente en situaciones de 
emergencia. Por tanto, es un sistema probado y avalado. El problema que tenemos es que en el 
Uruguay no hay normas técnicas específicas para aprobar o no estos sistemas, por ello es que 
recurrimos a la experiencia internacional. Esta propuesta corresponde a la empresa Stiller, mientras 
que las otras empresas son Tresor y Santa María. Estas últimas tienen un sistema de prefabricado de 
hormigón que es diferente al de Stiller. Cabe acotar que hemos tenido en cuenta especialmente el 
aspecto estético, pensando en que sea un lugar de extrema seguridad, pero que no parezca una 
cárcel. 


Otro elemento que tomamos en cuenta es la incorporación de tecnología de acuerdo a los 
parámetros que solicitamos. Aclaro que también se nos plantearon diferencias importantes de 
presupuestación pero si los señores Legisladores me autorizan, no quisiera abundar en el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia de los Directores del INAU y del asesor 
Villaverde, y ojalá que se pueda integrar lo antes posible la Comisión Delegada. Permítanme decirles 
también que me parece muy bueno el avance en la provisión de los datos. Sabemos que hay tres tipos 
distintos de registro administrativo, porque están los que capturan a los menores, que pertenecen al 
Ministerio del Interior; los que los juzgan y definen si son culpables, que son del Poder Judicial, y los 
que los contienen -¡y ojalá que crecientemente los reeduquen!- que son ustedes. En este marco, hay 
un registro nacional del Poder Judicial que está en marcha, el INAU está creando un observatorio y el 
Ministerio del Interior está trabajando en la redefinición de su observatorio. Y en este caso no se trata 
de ponerse de acuerdo en una misma información, sino de articular registros administrativos que son 
de distinta naturaleza. Ojalá, entonces, que esto pueda avanzar en el año 2012. 


Finalmente, les reiteramos la solicitud de que, en la medida en que sea posible, nos vayan 
proveyendo informes sintéticos de avance, tanto en el plano de construcciones como de gestión, para 
optimizar las convocatorias. 


Reitero el agradecimiento a las autoridades del INAU, entonces, por su participación, y 
seguimos en contacto. 


(Se retiran de Sala los integrantes del Directorio del Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay.) 


-Señores Legisladores y señoras Legisladoras: como ustedes saben, en el Orden del Día 
figuraba recibir a la Suprema Corte de Justicia ya que, oportunamente, el señor Senador Moreira había 
hecho un planteamiento en ese sentido a la Comisión para abordar determinados temas. La Suprema 
Corte de Justicia derivó en el Juez Morales la concurrencia, pero el mencionado Magistrado no se ha 
hecho presente en la tarde de hoy, por lo que daremos por levantada la sesión no sin antes cederle el 


uso de la palabra al señor Senador Moreira, quien la había solicitado para hacer referencia a la 
situación planteada. 


SEÑOR MOREIRA.- Esta citación surgió de un planteo que formulamos en la Media Hora Previa del 
Senado hace alrededor de un mes; se envió la versión taquigráfica correspondiente a la Suprema 
Corte de Justicia y el tema, incluso, tuvo difusión pública ya que el semanario Búsqueda hizo 
publicaciones al respecto. Estamos hablando del caso de este joven infractor apodado “El Pelón” y de 
un fallo del Tribunal de Apelaciones de Familia de Segundo Turno en cuyo proceso judicial se 
constatan una serie de irregularidades que, a mi juicio, son importantes y que en cualquier otro tipo de 
circunstancias hubiera ameritado, sin duda, algún proceso disciplinario. 


Entonces, a efectos de enterarnos si se había llevado adelante alguna acción de esa 
naturaleza por parte de la Suprema Corte de Justicia, que tiene bajo su órbita los servicios de 
superintendencia administrativa, consultiva y correctiva y, además, es el órgano que debe iniciar estos 
procesos disciplinarios de resultar ellos adecuados a la situación -y yo creo que es así- fue que solicité 
la citación de la Suprema Corte de Justicia hace ya unos veinte días. 


Se me ha informado por Secretaría que en reiteradas oportunidades -creo que en tres 
ocasiones- se insistió con este petitorio, pero desde la Suprema Corte de Justicia se fue dilatando la 
respuesta y, finalmente, se resuelve enviar a un Juez de Menores no sé a santo de qué, ya que ni 
siquiera concurrió. 


En consecuencia, quiero expresar mi disgusto por esta actitud de la Suprema Corte de 
Justicia porque me parece que este es un tema extremadamente importante y a pesar de que nosotros 
no tenemos a nuestro cargo el contralor de la Justicia, creo que estamos hablando de un tema de 
honda repercusión pública. Este menor infractor tuvo dos procesos con el mismo Juez. En el primero 
de ellos, por un homicidio, se lo sentenció con libertad asistida -que es un régimen prácticamente de 
libertad y no tiene nada de asistida- y a los cuatro meses de estar bajo ese régimen, mata a otra 
persona. Después de un segundo proceso judicial, en el cual dejan vencer todos los plazos, porque no 
tenían el famoso informe preceptivo del INAU, este menor fue liberado y antes de que se dicte la 
segunda sentencia, mata a su tercera víctima. Entonces, me parece que estos hechos son de la 
entidad y gravedad suficiente como para que la Suprema Corte venga a la Comisión a explicar qué se 
hizo al respecto. En mi caso, tengo el testimonio de la sentencia del Tribunal de Apelaciones de Familia 
de Segundo Turno donde constatan una serie de omisiones y de vencimientos de plazos perentorios e 
improrrogables. 


Entonces, quiero dejar constancia de mi disgusto por esta situación y reiterar el pedido de 
concurrencia de la Suprema Corte de Justicia para que, si quiere venir, nos explique estos temas que 
considero realmente importantes y que hacen al buen funcionamiento de la Justicia, sobre todo cuando 
se relacionan con la pérdida de dos vidas humanas que creo se pudieron haber evitado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estimo oportuno que la Comisión reitere la invitación explícita a los 
integrantes de la Suprema Corte para que se hagan presentes a efectos de considerar esta temática. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 1 minuto.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


